
 

 

DECLARACIÓN PÚBLICA DE OMEP URUGUAY 

  

Ante la entrega de hijos/as de personas en situación de discapacidad y vulnerabilidad social a               
familias sustitutas sin la participación del Estado 

Considerando: 

-que la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CDN-ONU-1989- Art. 3, 9, 18,              
20, 21, 27 y 35), ratificada por el Estado uruguayo por Ley 16.137/90 consagra, entre otros, el                 
derecho del niño/a a vivir con su familia y a ser cuidado por esta, y el deber del Estado de garantizar                     
los apoyos necesarios para que las familias puedan cumplir cabalmente su rol. 

-que la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad            
(ONU-2006-Art. 23), ratificada por el Estado uruguayo por Ley 18.418/08 compromete a los             
Estados parte a no separar a los niños y niñas de sus familias por razones de discapacidad. 

-que ante situaciones de discapacidad con dificultades para la crianza el Estado debe apoyar a las                
familias para generar mejores condiciones y fortalecer las capacidades parentales. 

-que, en caso que los progenitores no puedan hacerse cargo de su hijos/as, se debe buscar atención                 
alternativa dentro de la familia extensa o, si esto tampoco es posible, dentro de la comunidad en un                  
entorno familiar 

Por lo antes expuesto y ante los hechos de público conocimiento OMEP Uruguay 

-DENUNCIA las omisiones del Estado uruguayo frente a sus responsabilidades de protección,            
acompañamiento, seguimiento y sostén de poblaciones jóvenes y adultas en las que confluyen varios              
factores de vulnerabilidad, y frente al cuidado que requiere la primera infancia, fundamentalmente en              
esos contextos. 

-DECLARA su preocupación ante la actuación de particulares que sustituyen el rol del Estado en               
temas sumamente sensibles en los cuales corresponde actuar en el marco de normas y leyes               
internacionales y nacionales como las anteriormente citadas. 

-EXIGE que se tomen las previsiones necesarias para que este tipo de situaciones no vuelvan a                
suceder y se actúe desde el Estado de forma inmediata garantizando el derecho del niño/a vivir con                 
su familia cualquiera sea su conformación. 



-SOLICITA se cumpla con lo dispuesto en las normas internacionales y nacionales garantizando a              
los niños/as involucrados el derecho a su identidad y el vínculo con su familia de origen                
interviniendo desde los organismos competentes en las situaciones detectadas a efectos de cumplir             
con las obligaciones hasta ahora incumplidas. 

-ADHIERE a las declaraciones públicas realizadas por diversas organizaciones de la sociedad civil             
y de la academia compartiendo sus preocupaciones en referencia a este tema, reafirmando su              
oposición a la permanencia en cargos públicos de responsabilidad política y social de personas              
vinculadas a estos hechos.  
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DOCUMENTO ANEXO A LA DECLARACIÓN 

CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 

(CDN-ONU-1989) ratificada por el Estado uruguayo por Ley 16137/90 

 (Art. 3, 9, 18, 20, 21, 27 y 35) 

Artículo 3 

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los                    
tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será                
el interés superior del niño. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar,                     
teniendo en cuenta los deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin,                      
tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la                  
protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de                
seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión                  
adecuada. 

Artículo 9 

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando,                      
a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos                 
aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos                   
particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando                       
éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las                   
partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones. 

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones                     
personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como la detención, el                  
encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la                 
persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte                       
proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, si procede, a otro familiar, información básica acerca del                    
paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados                    
Partes se cerciorarán, además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias desfavorables                  
para la persona o personas interesadas. 

Artículo 18 

1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres                  
tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso,                       
a los representantes legales, la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación                 
fundamental será el interés superior del niño. 

2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente Convención, los Estados Partes                  
presentarán la asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo                    
que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de                     
los niños. 



3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a                   
beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que reúnan las condiciones requeridas. 

Artículo 20 

1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no                  
permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado. 

2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños. 

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la                    
adopción, o de ser necesario la colocación en instituciones adecuadas de protección de menores. Al considerar las                 
soluciones, se prestará particular atención a la conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su                    
origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. 

Artículo 21 

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción, cuidarán de que el interés superior del niño sea la                     
consideración primordial y: a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes,                  
las que determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la información                     
pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la situación jurídica del niño en relación con sus padres,                     
parientes y representantes legales y que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento de                  
causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que pueda ser necesario; b) Reconocerán que la                   
adopción en otro país puede ser considerada como otro medio de cuidar del niño, en el caso de que éste no pueda ser                       
colocado en un hogar de guarda o entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el                      
país de origen; c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de salvaguardias y normas                      
equivalentes a las existentes respecto de la adopción en el país de origen; d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para                    
garantizar que, en el caso de adopción en otro país, la colocación no dé lugar a beneficios financieros indebidos para                    
quienes participan en ella; e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la               
concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco, por garantizar que                  
la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las autoridades u organismos competentes. 

Artículo 27 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental,                     
espiritual, moral y social. 

2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro                  
de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas                  
apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este derecho, y en caso                       
necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el               
vestuario y la vivienda. 

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de                    
los padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si                      
viven en el extranjero. En particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un                    
Estado diferente de aquél en que resida el niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios                  
internacionales o la concertación de dichos convenios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos               
apropiados. 

Artículo 35 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para                 
impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma. 



 

CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
(ONU-2006), RATIFICADA POR EL ESTADO URUGUAYO POR LEY 18.418/08 

Artículo 23 - Respeto del hogar y de la familia 

1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner fin a la discriminación contra las personas con                   
discapacidad en todas las cuestiones relacionadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las relaciones personales,                 
y lograr que las personas con discapacidad estén en igualdad de condiciones con las demás, a fin de asegurar que: 

a) Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad en edad de contraer matrimonio, a casarse y fundar                    
una familia sobre la base del consentimiento libre y pleno de los futuros cónyuges; 

b) Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir libremente y de manera responsable el número de                    
hijos que quieren tener y el tiempo que debe transcurrir entre un nacimiento y otro, y a tener acceso a información,                     
educación sobre reproducción y planificación familiar apropiados para su edad, y se ofrezcan los medios necesarios que                 
les permitan ejercer esos derechos; 

c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, mantengan su fertilidad, en igualdad de condiciones                  
con las demás. 

2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las personas con discapacidad en lo que respecta a la                    
custodia, la tutela, la guarda, la adopción de niños o instituciones similares, cuando esos conceptos se recojan en la                   
legislación nacional; en todos los casos se velará al máximo por el interés superior del niño. Los Estados Partes prestarán                    
la asistencia apropiada a las personas con discapacidad para el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de los                   
hijos. 

3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas con discapacidad tengan los mismos derechos con respecto a la                     
vida en familia. Para hacer efectivos estos derechos, y a fin de prevenir la ocultación, el abandono, la negligencia y la                     
segregación de los niños y las niñas con discapacidad, los Estados Partes velarán por que se proporcione con anticipación                   
información, servicios y apoyo generales a los menores con discapacidad y a sus familias. 

4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas no sean separados de sus padres contra su voluntad, salvo                     
cuando las autoridades competentes, con sujeción a un examen judicial, determinen, de conformidad con la ley y los                  
procedimientos aplicables, que esa separación es necesaria en el interés superior del niño. En ningún caso se separará a                   
un menor de sus padres en razón de una discapacidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos. 5. Los Estados                       
Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmediata no pueda cuidar de un niño con discapacidad, por proporcionar                   
atención alternativa dentro de la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro de la comunidad en un entorno familiar. 


